
 

Número Identificador  

 

RES2020 _______________ 

 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico 

TRIBUNAL DE APELACIONES 

PANEL I1  

 

 

EL PUEBLO DE PUERTO 

RICO  

 

Recurrido  

 

v. 

 

ARNALDO ORTIZ GARCÍA  

 

Peticionario  

 

 

 

 

 

 

 

 

KLCE202000087 

 

Certiorari 

procedente del 

Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de 

Aibonito  

 

Caso Núm.: 

B VI2019G0024  

 

Sobre:  

Art. 93-A C.P. 

 

Panel integrado por su presidente, el Juez Ramírez Nazario, el Juez 

Candelaria Rosa y el Juez Pagán Ocasio. 

 

Candelaria Rosa, Juez Ponente 

 

 

 

 

RESOLUCIÓN  

 

En San Juan, Puerto Rico, a 29 de enero de 2020.  

Comparece Arnaldo Ortiz García, vía recurso de certiorari, para 

disputar la determinación del Tribunal de Primera Instancia de rechazar 

su petición de desestimación al amparo de la Regla 64 (n)(3) de las de 

Procedimiento Criminal. Considerado su planteamiento a la luz de los 

criterios de la Regla 40 del Reglamento de este Tribunal de 

Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40, denegamos su solicitud y la 

petición de auxilio de jurisdicción que la acompaña.  

La Regla 64 (n)(3) de las de Procedimiento Criminal, 34 LPRA 

Ap. II, R. 64 (n)(3), establece que la solicitud de desestimación podrá 

presentarse en circunstancias en las “[q]ue el acusado estuvo detenido 

 
1 Mediante Orden Administrativa DJ 2019-187B se redujo la configuración del Panel I del Tribunal 

de Apelaciones a tres jueces debido a que el Hon. Miguel P. Cancio Bigas se acogió al retiro el 31 

de diciembre de 2019.  
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en la cárcel por un total de sesenta (60) días con posterioridad a la 

presentación de la acusación o denuncia sin ser sometido a juicio”. Ello, 

salvo que se demuestre justa causa para la demora o que la misma se 

deba a una solicitud del acusado o a su consentimiento. Id. No obstante, 

el concepto constitucional de juicio rápido “es, en parte, variable y 

flexible, capaz de ajustarse a las exigencias de cada caso”. Pueblo v. 

Valdés et al., 155 DPR 781, 790 (2001). Por tanto, al momento de llevar 

a cabo su análisis, debe prestarse especial atención a determinar si la 

demora fue intencional y opresiva; en tal caso, naturalmente, queda 

excluida del concepto de justa causa. Pueblo v. Rivera Colón, 119 DPR 

315 (1987).  

En consideración a lo anterior, corresponde al foro judicial 

examinar ciertos criterios en conjunto, tales como: (1) la duración de la 

tardanza; (2) las razones para la dilación; (3) si el acusado ha invocado 

oportunamente ese derecho, y (4) el perjuicio resultante de la tardanza. 

Pueblo v. Custodio Colón, 192 DPR 567 (2015). Cabe destacar que 

nuestro Tribunal Supremo ha establecido que ninguno de los 

mencionados criterios es determinante en la adjudicación del reclamo 

del acusado; en cambio, el valor que el Tribunal le confiera a cada uno 

de ellos dependerá de las circunstancias relevantes que tiene ante sí. 

Pueblo v. García Colón, 182 DPR 129 (2011). Es decir, la mera 

inobservancia del término, por sí sola, no implica una violación al 

derecho a juicio rápido, ni conlleva la desestimación de la denuncia o 

la acusación Pueblo v. Valdés et al., 155 DPR 781 (2001).  

En el caso ante nuestra consideración, el término dispuesto por 

la Regla 64 (n)(3) fue desde el 11 de octubre hasta el 10 de diciembre 

de 2019. La moción de desestimación se presentó antes de transcurrido 



 
 

 

KLCE202000087 

 

3 

dicho término, pero la vista evidenciaria se celebró cuando este ya había 

expirado, el 13 de diciembre de 2019. Una vez culminado el desfile de 

prueba y luego de que las partes expusieron sus posturas sobre la 

demora, el Tribunal de Primera Instancia concluyó que la tardanza se 

debió al propio trámite procesal y que no fue excesiva ni intencional u 

opresiva. Añadió que la demora se dio por situaciones normales del 

trámite procesal, tales como la citación de los candidatos a jurado antes 

de comenzar el desfile de prueba.  

En síntesis, si bien de los hechos del caso se desprende cierta 

transgresión en el término de juicio rápido dispuesto en la referida 

Regla 64 (n)(3), no es menos cierto que la propia defensa luego se 

opuso a que comenzara el juicio, bajo el argumento de que recurriría 

ante este Tribunal de Apelaciones, por lo que solicitó la paralización de 

los procedimientos, lo cual le fue denegado. Asimismo, presentó un 

recurso de habeas corpus, igualmente denegado luego de celebrada la 

correspondiente vista. Por otra parte, al evaluar los criterios de 

desestimación establecidos por la jurisprudencia a la luz de la totalidad 

de las circunstancias, resulta forzoso concluir que la ausencia de justa 

causa no revela intención opresiva sino, más bien, negligencia por parte 

del Ministerio Público. Esta última, por sí sola, resulta insuficiente ante 

la falta de demostración de perjuicio concreto sufrido por el 

peticionario.  

En conclusión, la denegatoria a la desestimación del caso no 

supone un abuso de discreción, prejuicio o parcialidad que justifique 

que intervengamos con su determinación. Por tanto, en ausencia de los 

criterios contemplados en la Regla 40 de nuestro Reglamento, supra, 
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denegamos la expedición del auto de certiorari solicitado y la petición 

de auxilio de jurisdicción que lo acompaña.  

Notifíquese de inmediato a todas las partes.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.  

 

 

 

 

 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


